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RENTA – ACTUAL LEY SOBRE IMPUESTO A LA –  LEY N° 20.241, ART. 5° – OFICIO N° 2.883, DE 2008. (ORD. N° 1306, DE 14.06.2013)
No procede la aplicación de los beneficios tributarios establecidos en la Ley N° 20.241, a empresas públicas.

I.- ANTECEDENTES.

Indica que la XXXX, durante sus labores de difusión de la Ley N° 20.241, ha recibido diversas consultas acerca de si es procedente que las empresas públicas creadas por Ley, o las sociedades del Estado, pueden hacer uso de los beneficios tributarios a la inversión en Investigación y Desarrollo que contempla el citado texto legal. Lo anterior, en atención a que la Ley N° 20.570, de 2012, que perfecciona ciertos aspectos de los incentivos tributarios establecidos para las inversiones en Investigación y Desarrollo, suprimió en la denominación de aquélla, la expresión “privada”.

Señala al respecto, que este Servicio en Oficio N° 2.883, de 2008, expresó que las empresas del Estado carecen del carácter de privadas que requiere la Ley N° 20.241 para otorgar el incentivo tributario que contempla.

Agrega que para la determinación de la aplicabilidad del beneficio tributario, se debe distinguir las empresas del Estado, por una parte, que son aquellas creadas por Ley, y por otro lado, las sociedades del Estado, que no nacen directamente de la Ley, sino que son creadas por un órgano del Estado autorizado por Ley de Quórum Calificado, bajo la fórmula de sociedades privadas, cuyo régimen jurídico es de derecho privado determinado en una escritura social y cuyo capital o la mayor parte de él pertenece al Estado o sus instituciones. 

II.- ANÁLISIS.

Este Servicio indicó mediante Oficio N° 2.883, de 2008, que la Ley N° 20.241 contempla un incentivo tributario a la inversión privada en Investigación y Desarrollo, al establecer como objetivo del proyecto aumentar la inversión por parte de dichas empresas en ambas áreas mencionadas; por lo cual, se concluyó, que las empresas del Estado al no tener el carácter de privadas que requiere la Ley para otorgar el incentivo tributario que establece, se encuentran inhabilitadas de invocar el crédito que contiene conforme a su texto legal.  
Ahora bien, la Ley N° 20.570 de 2012
, introdujo una serie de modificaciones y adecuaciones a la citada Ley N° 20.241, con el objeto de perfeccionar los incentivos tributarios que establece a favor de la inversión en Investigación y Desarrollo. Entre otras reformas, tal como la que indica en su consulta, dicha Ley modificó la denominación de la Ley N° 20.241 contenida en su encabezado, suprimiendo de ella la expresión “privada”.
Al respecto, y en relación a su consulta, este Servicio estima que la finalidad u objetivo de la Ley N° 20.241, plasmada en la historia fidedigna de su establecimiento, cual fue crear una franquicia tributaria en favor de la inversión privada en Investigación y Desarrollo, no puede ser objeto de modificaciones, salvo que así haya sido contemplado expresamente; lo que en la especie no ha ocurrido, ya que, como se indicó previamente, las modificaciones y adecuaciones contenidas en la Ley N° 20.570, sólo tuvieron por objeto perfeccionar el régimen tributario que contempla dicha norma legal. En efecto, en las actas que contienen la historia fidedigna del establecimiento de esta Ley, y específicamente en el Mensaje del Ejecutivo que dio inicio a su tramitación, se expresa que el proyecto tiene por objeto modificar la Ley N° 20.241, el que contempla un “Incentivo Tributario a la Inversión Privada en Investigación y Desarrollo, perfeccionando ciertos aspectos de los incentivos tributarios establecidos para las inversiones en Investigación y Desarrollo que las empresas realicen a través de Centros de Investigación, otorgando nuevos beneficios tributarios a las inversiones de este tipo que hagan las empresas con sus capacidades internas.” A mayor abundamiento, en dichas actas se indica expresamente que el propósito de la iniciativa legal consiste en perfeccionar los incentivos tributarios establecidos por la Ley N° 20.241 para la inversión privada en Investigación y Desarrollo
. 
Por consiguiente, al no existir antecedentes en las actas de la Ley N° 20.570 que permitan sostener que la exclusión del término “privada” en la denominación de la norma, tuvo por objeto hacer extensivo los beneficios que contempla, a las empresas de carácter público, lo cual sólo podría haberse efectuado a través de una referencia expresa, y en atención a que la Ley N° 20.570 sólo tuvo por objeto perfeccionar ciertos aspectos tributarios de la Ley N° 20.241, a juicio de este Servicio, la exclusión del término “privada” del encabezado de la Ley N° 20.241, no altera su carácter y sentido, plasmado en la historia fidedigna de su establecimiento, cual fue, otorgar un incentivo tributario a la inversión de las empresas del sector privado, en Investigación y Desarrollo. Por lo anterior, se considera que se encuentra plenamente vigente el criterio contenido en el Oficio N° 2.883, en el sentido que las empresas del Estado se encuentran inhabilitadas de hacer uso de los beneficios tributarios previstos en la Ley N° 20.241, según el texto modificado por la Ley N° 20.570. 
A juicio de este Servicio, la limitación referida también se aplica a las sociedades del Estado, ya que teniendo en consideración lo expresado por la Contraloría General de la República en dictamen que cita en su consulta, así como otros pronunciamientos del órgano contralor
, dichas sociedades son organismos del Estado, a través de los cuales éste asume funciones empresariales y, por lo tanto, para los efectos tributarios en comento, no cumplen con el requisito de tratarse de empresas del sector privado, para poder hacer uso de la franquicia tributaria que establece la citada Ley N° 20.241.  
Lo anterior, se ve confirmado por la inclusión de dos normas en la Ley N° 20.241, una en el inciso final del artículo 5°, en relación a los contratos de investigación y desarrollo, y otra en el artículo 21, en relación con los proyectos de investigación y desarrollo, las cuales disponen que no procederán los beneficios que la Ley establece, sobre aquella parte de la inversión que sea financiada con recursos públicos.
III.- CONCLUSIÓN.

Las empresas y sociedades del Estado, al carecer éstas del carácter de privadas que requiere la Ley N° 20.241 para otorgar los beneficios tributarios que establece, no se encuentran autorizadas para invocar la franquicia tributaria, conforme a su texto legal en vigor. 
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